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Por último, el artículo 2° del proyecto de ley dispone también que Colpensiones además 
de la entrega de la información a través de los “distintos canales de que disponga”, deberá 
entregar la información de manera trimestral “a través de extractos que serán enviados 
al afiliado por el medio que este escoja”. La anterior disposición es inconveniente pues 
implica un gasto excesivo de recursos públicos que puede ser evitado si el afiliado realiza 
la consulta en línea de su historia laboral.

En efecto, los afiliados de Colpensiones pueden acceder en cualquier momento a través 
de la página web a su historial laboral, lo que les permite monitorearla permanentemente. El 
envío trimestral de esta información a todos los afiliados2 podría costarle al Estado aproxi-
madamente 50 mil millones anuales3. Por lo anterior, se solicita que el proyecto de ley sea 
modificado de manera que la información en extractos deba ser enviada anualmente, y no 
trimestralmente, por el medio elegido por el afiliado y que semestralmente Colpensiones 
o quien haga sus veces publicará a través de la página web los extractos para que puedan 
ser consultados por los afiliados.

Reiteramos a los honorables Congresistas nuestros sentimientos de consideración y 
respeto.

Cordialmente,
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Viceministro de Relaciones Laborales e Inspección, encargado de las funciones del 
Despacho del Trabajo,

José Noé Ríos Muñoz.
Bogotá, D. C., junio 25 de 2014
S.G.2-1180/2014 
Doctor 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
Presidente de la República  
Bogotá, D. C. 
Excelentísimo señor Presidente: 
Por instrucciones del señor Presidente de esta Corporación, doctor Hernán Penagos 

Giraldo y en cumplimiento a lo ordenado en los artículos 157 numeral 4, 165 y 166 de la 
Constitución Política y 196 de la Ley 5ª de 1992, comedidamente me permito remitir el 
Proyecto de ley número 099 de 2012 Cámara, 262 de 2013 Senado, “por medio de la 
cual se establece la obligación de brindar información transparente a los consumidores 
financieros y se dictan otras disposiciones”. 

El proyecto de ley en mención fue debatido y aprobado por el Congreso de la República 
en las siguientes fechas: 

Comisión Tercera Cámara octubre 9 de 2012 
Plenaria de la Cámara de Representantes mayo 21 de 2013 
Comisión Tercera Senado noviembre 27 de 2013
Plenaria del Senado de la República mayo 27 de 2014 
Comisión Accidental de Mediación Cámara junio 18 de 2014
Comisión Accidental de Mediación Senado junio 18 de 2014

Cordialmente,
El Secretario General,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.
Anexo: Expediente Legislativo y dos (2) textos de ley. (107) folios.

LEY
por medio de la cual se establece la obligación de brindar información transparente a 

los consumidores de los servicios financieros y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 9° de la Ley 1328 de 2009. 
Parágrafo. En función de lo contemplado en este artículo las entidades vigiladas estarán en 

la obligación de informar a sus clientes, además de la tasa de interés efectivamente pagada o 
recibida por estos, el Valor Total Unificado para todos los conceptos, efectivamente pagados 
o recibidos por el cliente, independientemente de si se trata de operaciones activas o pasivas. 

Al cliente potencial se le deberá suministrar, siempre que la naturaleza del producto o 
servicio lo permita, una proyección del Valor Total Unificado que efectivamente pagaría 
o recibiría, de manera anticipada a la celebración del contrato. En este caso, el valor total 
unificado también deberá expresarse en términos porcentuales efectivos anuales. Así mis-
mo, deberá tener la misma publicidad que la tasa de interés relacionada con el producto o 
servicio ofrecido. 

El Valor Total Unificado de que trata el presente parágrafo, estará expresado en términos 
porcentuales efectivos anuales para el horizonte de vida del producto y su resultante en pesos 
para el periodo reportado e incluirá todos los conceptos efectivamente pagados o recibidos 
por el cliente, independientemente de si se trata de operaciones activas o pasivas, siempre 
que la naturaleza del producto o servicio lo permita, incluyendo intereses, seguros, gastos, 
contribuciones, erogaciones, comisiones e impuestos y demás. 

Dentro del valor total unificado, deberá diferenciarse el componente correspondiente a 
la tasa de interés efectivamente pagada o recibida. 

2	  Colpensiones, con corte a junio 30 de 2014, tiene 6.556.684 afiliados.
3	  En el año 2014 Colpensiones envió 1.261.242 extractos a afiliados, con un costo $2.254.173.500.

En un plazo no mayor a noventa (90) días el Gobierno Nacional reglamentará la forma 
y periodicidad en la que las entidades vigiladas deben brindar la información que trata este 
parágrafo. 

Artículo 2°. Las administradoras de fondos de pensiones del régimen de ahorro indivi-
dual tendrán la obligación de poner a disposición de sus afiliados a través de los distintos 
canales que dispongan las administradoras y, trimestralmente, a través de extractos que serán 
enviados al afiliado por el medio que este escoja, la siguiente información: 

a) Capital neto ahorrado; 
b) Monto de los intereses devengados por ese capital durante el tiempo que se informa; 
c) Las cotizaciones recibidas durante el periodo de corte del extracto; 
d) El monto deducido por el valor de todas y cada una de las comisiones que cobra la 

sociedad administradora, indicando el valor de cada comisión y porcentaje respectivo. Así 
como el monto de las demás deducciones realizadas, de acuerdo con la normatividad vigente; 

e) Saldo final neto después de efectuar las deducciones, así como la información que 
para el efecto determine la Superintendencia Financiera de Colombia. 

El afiliado podrá solicitar una proyección de su expectativa pensional a la Administra-
dora en la que se encuentre afiliado. Para ello suministrará a la administradora respectiva 
la información adicional que requiera sobre su situación familiar y beneficiarios, entre 
otros factores necesarios para la estimación. La proyección de la expectativa pensional se 
calculará con base en las normas legales existentes. El afiliado tiene derecho a contar con 
asesoría personalizada para este efecto. 

En el caso del Régimen de Prima Media, Colpensiones, o quien haga sus veces, de-
berá poner a disposición de sus afiliados a través de los distintos canales que disponga y, 
trimestralmente, a través de extractos que serán enviados al afiliado por el medio que este 
escoja, la siguiente información: 

a) El número de semanas que faltan por cotizar para acceder al derecho de pensión; 
b) Las deducciones efectuadas; 
c) Las cotizaciones recibidas durante el periodo de corte del extracto; 
d) El ingreso base de cotización de los aportes efectuados en los últimos seis meses; 
e) La información que determine la Superintendencia Financiera de Colombia. 
Parágrafo 1°. Adicionar un inciso 2° al artículo 9° de la Ley 1328 de 2009, que regula 

el contenido mínimo de la información al consumidor financiero, cuyo texto es el siguiente: 
En desarrollo de lo anterior, las Administradoras del Sistema General de Pensiones 

deberán garantizar que los clientes que quieran trasladarse entre regímenes pensionales, 
reciban asesoría de representantes de ambos regímenes, como condición previa para que 
proceda el traslado entre regímenes. Lo anterior de conformidad con las instrucciones que 
para el efecto imparta la Superintendencia Financiera de Colombia. 

Parágrafo 2°. En un plazo no mayor a sesenta (60) días el Gobierno Nacional, reglamentará 
la forma en que se deberán efectuar los cálculos de que trata este artículo. De los respectivos 
proyectos de decreto se informará a las Comisiones Económicas Terceras del Congreso. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas las dispo-
siciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Juan Fernando Cristo Bustos.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Hernán Penagos Giraldo.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jorge Humberto Mantilla Serrano.

Ministerio de Hacienda  
y Crédito Público

Decretos

DECRETO NÚMERO 1278 DE 2014
(julio 9)

por el cual se reglamentan los artículos 7°, 32, 33, 34, 35 y 41 de la Ley 643 de 2001, en 
lo relacionado con la operación de los juegos de suerte y azar localizados.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales 
y legales, en especial de las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución 
Política, de conformidad con las Leyes 643 de 2001, 1393 de 2010, el artículo 7° de la Ley 
1150 de 2007 y el Decreto-ley 4142 de 2011, y 

CONSIDERANDO:
Que el artículo 336 de la Constitución Política estableció el monopolio rentístico de los 

juegos de suerte y azar, ordenando que las rentas obtenidas en el ejercicio del mismo estén 
destinadas a los servicios de salud;

Que el artículo 1° de la Ley 643 de 2001 definió el monopolio rentístico de los juegos 
de suerte y azar como la facultad exclusiva del Estado para explotar, organizar, administrar, 
operar, controlar, fiscalizar, regular y vigilar todas las modalidades de juegos de suerte y 
azar, y para establecer las condiciones en las cuales los particulares pueden operarlos;
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Que el inciso 2° del artículo 2° de la Ley 643 de 2001 dispone: “...La explotación, 
organización y administración de toda modalidad de juego de suerte y azar estará sujeta a 
esta ley y a su reglamentación, expedida por el Gobierno Nacional, la cual es de obligatoria 
aplicación en todo el territorio del país, cualquiera sea el orden o nivel de gobierno al que 
pertenezca la dependencia o entidad administradora bajo la cual desarrolle la actividad 
el operador”;

Que el literal c) del artículo 3° de la Ley 643 de 2001 establece como principio que rige 
la operación de juegos de suerte y azar, la racionalidad económica y eficiencia administrativa 
que garantice la rentabilidad y productividad necesarias para el cabal cumplimiento de la 
finalidad pública y social del monopolio;

Que el artículo 32 de la Ley 643 de 2001 define a los juegos de suerte y azar en la 
modalidad de localizados como “... juegos de suerte y azar que operan con equipos o 
elementos de juegos, en establecimientos de comercio, a los cuales asisten los jugadores 
como condición necesaria para poder apostar, tales como los bingos, videobingos, esfe-
ródromos, máquinas tragamonedas, y los operados en casinos y similares. Son locales de 
juegos aquellos establecimientos en donde se combinan la operación de distintos tipos de 
juegos de los considerados por esta ley como localizados o aquellos establecimientos en 
donde se combina la operación de juegos localizados con otras actividades comerciales 
o de servicios”;

Que de conformidad con lo precisado por el Consejo de Estado en sentencia proferida 
por la Sección Primera, el día cuatro (4) de junio de 2009, Radicado 2003-437, Consejero 
Marco Antonio Velilla, “Si le corresponde a Etesa la administración, explotación y operación 
de tales juegos, no puede resultar ajena a esa facultad, establecer el número de máquinas 
o instrumentos de juego por establecimiento de comercio...”;

Que corresponde al Ministerio de Salud y Protección Social, en su calidad de rector del 
sistema de salud, participar de las políticas y estrategias tendientes a garantizar los recursos 
del Sistema de Seguridad Social en Salud, como es el caso de las rentas obtenidas en el 
ejercicio del monopolio rentístico de los juegos de suerte y azar;

Que en atención a que las rentas obtenidas en el ejercicio del monopolio se destinan a 
financiar los servicios de salud, el Decreto-ley 4142 de 2011, mediante el cual se creó la 
Empresa Industrial y Comercial del Estado Administradora del Monopolio Rentístico de los 
Juegos de Suerte y Azar (Coljuegos), estableció que de la Junta Directiva de esta entidad 
hiciera parte el Ministerio de Salud y Protección Social;

Que se hace necesario reglamentar las normas de la ley del régimen propio contentivas de 
los juegos localizados con el fin de ampliar las opciones de operación de este tipo de juegos 
encaminados a generar mayores rentas para el sector de la salud, así como por razones de 
técnica normativa unificar en una sola reglamentación las distintas disposiciones sobre la 
operación de los juegos localizados que hoy se hallan dispersas;

En mérito de lo expuesto, 
DECRETA:

Artículo 1°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones del presente decreto se aplicarán 
a Coljuegos y a las personas jurídicas que operen el monopolio rentístico de los juegos de 
suerte y azar localizados. 

Artículo 2°. Requisitos para la operación. Podrán operar los juegos de suerte y azar 
localizados las personas jurídicas que obtengan autorización de Coljuegos y suscriban el 
correspondiente contrato de concesión. 

Artículo 3°. Autorización. Para efectos de la autorización señalada en el artículo 2° 
del presente decreto, se deberá acreditar ante Coljuegos el cumplimiento de los siguientes 
requisitos: 

1. Demostrar la tenencia legal de los equipos y elementos utilizados para la operación 
de los juegos. 

2. Obtener concepto previo favorable expedido por el alcalde del municipio donde ope-
rará el juego, referido a las condiciones que se establezcan en los planes de ordenamiento 
territorial o esquemas de ordenamiento territorial según corresponda, especialmente en lo 
relativo al uso de suelos, ubicación y distancia mínima que se respetará respecto de las 
instituciones educativas. 

3. Los que establezca Coljuegos respecto al número mínimo y/o máximo de elementos 
que se pueden operar por local comercial, número mínimo de elementos que se pueden 
operar por contrato, las actividades comerciales o de servicios compatibles con la operación 
de los juegos localizados en los locales comerciales y las demás condiciones técnicas que 
sean consideradas necesarias para la efectiva operación de cada tipo de juego localizado.

Parágrafo 1°. La definición del número de elementos mínimo y/o máximo que se pueden 
operar por local comercial y las actividades comerciales que pueden ser combinadas con 
la operación de cada tipo de juego localizado, deberá hacerse con observancia de aspectos 
que incorporen medidas de control para los elementos de juego autorizados. 

Parágrafo 2°. Mientras Coljuegos establece los mínimos de elementos de cada tipo de 
juego localizado por local comercial, se aplicarán los siguientes:

Ítem Número de habitantes por municipio Elementos 
de juego 

1 De 500.001 en adelante 20
2 De 100.001 a 500.000 16
3 De 50.001 a 100.000 13
4 De 25.001 a 50.000 11
5 De 10.001 a 25.000 7
6 De menos de 10.000 3

Parágrafo 3°. Mientras Coljuegos establece las actividades comerciales o de servicios 
que pueden combinarse con la operación de cada tipo de juego localizado, estos deberán 
operarse en locales comerciales cuya actividad principal sea la de juegos de suerte y azar, 

y las máquinas tragamonedas deberán operar en locales comerciales cuya objeto principal 
sea la operación de este tipo de juegos o de manera compartida con otro tipo de juegos 
localizados. 

Artículo 4°. Del contrato de concesión. Una vez en firme el acto administrativo de 
otorgamiento de la autorización para la operación a través de terceros de los juegos de 
suerte y azar localizados de que trata el presente decreto, se procederá a la suscripción del 
contrato de concesión, el cual se regirá en su orden por lo dispuesto en las Leyes 643 de 
2001, 80 de 1993 y 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios y en las demás normas 
que las adicionen o modifiquen, así como por lo que disponga Coljuegos, para la adecuada 
ejecución del objeto contractual. 

Artículo 5°. Término para la suscripción del contrato de concesión. En el acto de 
autorización se señalará la fecha límite para la suscripción del contrato. Cuando sin justa 
causa el autorizado no suscriba el respectivo contrato en dicho plazo, el acto de autorización 
perderá sus efectos. Hasta tanto no se suscriba y se cumplan los requisitos de ejecución 
del contrato de que trata el artículo cuatro (4) del presente decreto, no podrá iniciarse la 
operación del juego. 

Artículo 6°. Declaración, liquidación y pago de los derechos de explotación, gastos 
de administración e intereses moratorios. Dentro de los primeros diez (10) días hábiles de 
cada mes, los operadores autorizados, con base en el formulario de declaración, liquidación 
y pago, deberán efectuar el pago de los derechos de explotación, gastos de administración 
e intereses moratorios a que hubiere lugar, en los bancos y/o entidades financieras autori-
zados por Coljuegos. 

Dentro del mismo término, presentarán ante Coljuegos, debidamente diligenciado, el 
formulario de declaración, liquidación y pago, y el respectivo comprobante de consignación.

Parágrafo 1°. Coljuegos adoptará mediante acto administrativo los requisitos que con-
sidere necesarios para la liquidación, declaración y pago de los derechos de explotación, 
gastos de administración e intereses moratorios y mantendrá en su página electrónica el 
formulario de declaración, liquidación y pago. 

Parágrafo 2°. Para efectos del presente decreto y tratándose de los demás juegos lo-
calizados a que se hace referencia en el numeral 5 del artículo 34 de la Ley 643 de 2001, 
los ingresos brutos que sirven de base para la liquidación de los derechos de explotación y 
gastos de administración corresponden al valor total de las apuestas realizadas sin incluir 
el Impuesto al Valor Agregado (IVA). 

Artículo 7°. Garantías. El operador deberá constituir a favor de la Empresa Industrial 
y Comercial del Estado Administradora del Monopolio Rentístico de los Juegos de Suerte 
y Azar (Coljuegos), por intermedio de una compañía de seguros o de un banco legalmente 
establecido en Colombia, una garantía única que ampare como mínimo los siguientes riesgos: 

a) De cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato de concesión, para la 
operación de juegos de suerte y azar localizados y del pago de las sanciones que se le lle-
garen a imponer al concesionario, incluyendo en ellas el pago de multas y la cláusula penal 
pecuniaria, que ampare por lo menos el quince (15%) del valor del contrato y una vigencia 
igual a la de este más el término establecido para su liquidación;

b) De salarios y prestaciones sociales que ampare por lo menos el cinco por ciento (5%) 
del valor del contrato y una vigencia igual a la del mismo y tres (3) años más;

c) De pago de premios a los apostadores que ampare por lo menos el cinco por ciento 
(5%) del valor del contrato de concesión y una vigencia igual a la de aquel más el término 
establecido para su liquidación. 

Parágrafo. La indivisibilidad de la garantía en los contratos de concesión para la ope-
ración de juegos de suerte y azar localizados, no se regirá por lo dispuesto sobre la materia 
en el Decreto número 1510 de 2013 o la norma que lo modifique o sustituya y en su lugar, 
los operadores podrán constituir la garantía por anualidades, caso en el cual, el monto del 
amparo se calculará sobre el valor total del contrato para el primer año y, para los años 
subsiguientes, por el saldo total del contrato que falte por ejecutar, con la obligación del 
operador de renovar las garantías tres meses antes de su vencimiento y en los términos del 
presente artículo. 

Artículo 8°. Giro de los recursos del monopolio. Constituyen rentas del monopolio 
cedidas por la Nación a las entidades territoriales, los derechos de explotación, los intereses 
de mora y los rendimientos financieros, provenientes de la operación de los juegos de suerte 
y azar localizados a que se refiere este decreto. 

Dichas rentas deberán ser giradas mensualmente por Coljuegos a los municipios y al 
Distrito Capital, en los términos establecidos en los artículos 32 de la Ley 643 de 2001, 6° 
del Decreto número 1659 de 2002 y numeral 2 del artículo 2° del Decreto número 4962 de 
2011, o las normas que los modifiquen, adicionen o sustituyan. Igualmente, remitirá dentro 
de los cinco (5) días siguientes a la fecha de consignación de los recursos, el informe de 
que trata el Decreto número 1659 de 2002. 

Artículo 9°. Función de Policía Judicial. De conformidad con las facultades otorgadas 
en la Ley 643 de 2001, Coljuegos ejercerá las funciones previstas en el numeral cuatro (4) 
del artículo 202 de la Ley 906 de 2004. 

Parágrafo. En desarrollo de estas funciones, Coljuegos, dentro del ámbito de su compe-
tencia, realizará las actividades tendientes a brindar el apoyo necesario a las autoridades de 
investigación en la recolección del material probatorio y su aseguramiento para el desarrollo 
eficaz de la investigación y actuará coordinadamente con dichas autoridades en los casos 
que se considere pertinente. 
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Artículo 10. Vigencia y derogatorias. El presente decreto rige a partir de la fecha de 
su publicación, aplicará a los contratos o modificaciones contractuales que se suscriban a 
partir de su entrada en vigencia y deroga los Decretos números 2483 de 2003 y 1905 de 
2008, modificado por el Decreto número 2150 de 2008.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 9 de julio de 2014.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 

Mauricio Cárdenas Santamaría.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Alejandro Gaviria Uribe.

Resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0024 DE 2014
(julio 8)

por la cual se modifica el Presupuesto de Ingresos y Gastos de Servicios Postales Nacio-
nales S. A., para la vigencia fiscal 2014.

El Director General del Presupuesto Público Nacional, en uso de sus facultades legales, 
en especial la que le confiere el artículo 1° de la Resolución número 04 del 2 de junio de 
2004, expedida por el Consejo Superior de Política Fiscal (Confis), y 

CONSIDERANDO:

Que mediante la Resolución número 003 del 23 de diciembre de 2013 del Confis, se 
aprobó el presupuesto de ingresos y gastos de las Empresas Industriales y Comerciales del 
Estado y de las Sociedades de Economía Mixta sujetas al régimen de las Empresas Indus-
triales y Comerciales del Estado del orden nacional, dedicadas a actividades no financieras, 
para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2014. 

Que la Presidenta de Servicios Postales Nacionales S. A., mediante comunicación del 
8 de julio de 2014, solicitó una modificación al presupuesto de Ingresos y Gastos por valor 
de $46.892,1 millones, sustentada en el mayor recaudo certificado por la Vicepresidencia 
de Soporte Corporativo de la Empresa. 

Que el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones mediante 
Oficio número TRD-321-737955 del 8 de julio de 2014, emitió concepto favorable para la 
modificación presupuestal solicitada. 

Que el Jefe de Presupuesto de Servicios Postales Nacionales S. A. expidió los Certi-
ficados de Disponibilidad Presupuestal del 8 de julio de 2014, que amparan la presente 
modificación presupuestal. 

Que analizada la información con la cual se fundamenta la petición y efectuado el estudio 
económico se debe proceder a la aprobación de la modificación. 

RESUELVE:

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°. Modifíquese el presupuesto de Ingresos y Gastos de Servicios Postales 
Nacionales S. A., así: 

ADICIÓN
INGRESOS 
INGRESOS CORRIENTES  $13.350.000.000
TOTAL INGRESOS + DISP. INICIAL $13.350.000.000 
GASTOS 
OPERACIÓN COMERCIAL $13.350.000.000
TOTAL GASTOS + DISP. FINAL $13.350.000.000

TRASLADO
CONTRACRÉDITOS 
DISPONIBILIDAD FINAL  $33.542.100.000
TOTAL INGRESOS + DISP. INICIAL  $33.542.100.000
CRÉDITOS
OPERACIÓN COMERCIAL $33.542.100.000 
TOTAL GASTOS + DISP. FINAL $33.542.100.000 

Artículo 2°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación. 

Publíquese, comuníquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 8 de julio de 2014.

El Director General del Presupuesto Público Nacional,

Fernando Jiménez Rodríguez.

(C. F.).

Ministerio de Justicia y el Derecho

Resoluciones Ejecutivas

RESOLUCIÓN EJECUTIVA NÚMERO 179 DE 2014
(julio 10)

por la cual se decide sobre una solicitud de extradición.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la facultad que le confiere 

el artículo 491 de la Ley 906 de 2004, y 
CONSIDERANDO:

1. Que mediante Nota Verbal número 0420 del 10 de marzo de 2014, el Gobierno de 
los Estados Unidos de América, a través de su Embajada en Colombia, solicitó la detención 
provisional con fines de extradición del ciudadano colombiano Ramiro Palencia Castro, 
requerido para comparecer a juicio por un delito de concierto para lavado de dinero. 

2. Que en atención a dicha solicitud, el Fiscal General de la Nación mediante Resolución 
del 13 de marzo de 2014, decretó la captura con fines de extradición del ciudadano Ramiro 
Palencia Castro, identificado con la cédula de ciudadanía número 79615881, la cual se hizo 
efectiva el 20 de marzo de 2014, por miembros de la Policía Nacional. 

3. Que mediante Nota Verbal número 0826 del 16 de mayo de 2014, la Embajada de 
los Estados Unidos de América en nuestro país formalizó la solicitud de extradición del 
ciudadano Ramiro Palencia Castro. 

En dicha Nota se informa lo siguiente: 
“Ramiro Palencia Castro es requerido para comparecer a juicio por un delito concierto 

para lavado de dinero. Es el sujeto de la Acusación número 14-20122-CR-ALTONAGA, 
dictada el 28 de febrero de 2014, en la Corte Distrital de los Estados Unidos para el Distrito 
Sur de Florida, mediante la cual se le acusa de: 

-- Cargo Uno: Concierto para cometer delitos de lavado de dinero, en violación del Título 
18, Secciones 1956(h), 1956(a)(1)(A)(i) y 1956(a)(1)(B)(i) del Código de los Estados Unidos.

(…) 
Un auto de detención contra Ramiro Palencia Castro por este cargo fue dictado el 28 

de febrero de 2014, por orden de la Corte arriba mencionada. Dicho auto de detención 
permanece válido y ejecutable. 

(…)
El periodo de tiempo del delito de concierto que aparece descrito en la acusación 

comprende desde marzo del 2012 hasta febrero del 2014. Por lo tanto, todas las acciones 
delictivas fueron realizadas con posterioridad al 17 de diciembre de 1997...”. 

4. Que luego de formalizada la solicitud de extradición del ciudadano Ramiro Palencia 
Castro, el Ministerio de Relaciones Exteriores, a través de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
Internacionales, mediante Oficio DIAJI/GCE número 0983 del 19 de mayo de 2014, señaló 
que “se encuentra vigente entre la República de Colombia y los Estados Unidos de América, 
la ‘Convención de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias 
psicotrópicas’, suscrita en Viena el 20 de diciembre de 19881. Sin perjuicio de lo anterior, el 
artículo 6°, numerales 4 y 5 del precitado instrumento internacional disponen lo siguiente: 

“[…] 
“Artículo 6
Extradición

4. Las Partes que no supediten la extradición a la existencia de un tratado reconocerán 
los delitos a los que se aplica el presente artículo como casos de extradición entre ellas. 

 “5. La extradición estará sujeta a las condiciones previstas por la legislación de la 
Parte requerida o por los tratados de extradición aplicables, incluidos los motivos por los 
que la Parte requerida puede denegar la extradición.

[...]” (Destacado fuera de texto). 
“De conformidad con lo expuesto, y a la luz de lo preceptuado en los artículos 491 y 

496 de la Ley 906 de 2004, en los aspectos no regulados por la Convención aludida, el 
trámite se regirá por lo previsto en el ordenamiento jurídico colombiano...”. 

5. Que perfeccionado así el expediente de extradición del ciudadano Ramiro Palencia 
Castro, el Ministerio de Justicia y del Derecho, mediante Oficio número OFI14-0011429-
OAI-1100 del 21 de mayo de 2014, lo remitió a la Sala de Casación Penal de la honorable 
Corte Suprema de Justicia para el concepto correspondiente. 

6. Que la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de Justicia, mediante 
providencia del 18 de junio de 2014, habiendo encontrado cumplidos los requisitos que 
exigen las normas aplicables al caso, conceptúo favorablemente a la extradición del ciuda-
dano Ramiro Palencia Castro. 

Sobre el particular la honorable Corporación manifestó: 
“El concepto de la Corporación 
En razón a las anteriores consideraciones, la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación Penal, emite Concepto Favorable a la solicitud de extradición del ciudadano 
colombiano Ramiro Palencia Castro formulada por el Gobierno de los Estados Unidos 
a través de su Embajada en Bogotá, para que responda por los cargos contenidos en la 
Acusación número 14-20122-CR-ALTONAGA dictada el 28 de febrero de 2014 por la Corte 
del Distrito Sur de Florida. 

1	  Artículo 3° numeral 1° literal a). 


